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Internos de Batán restauran 80
sillas de la Universidad Nacional

CPersonas privadas de la libertad de una alcaidía
penitenciaria bonaerense reacondicionaron 80 sillas
para la facultad de Ciencias Económicas y Sociales de
la Universidad Nacional de Mar del Plata, en una
acción solidaria y de servicio a la comunidad.

La experiencia tuvo lugar en la Alcaidía Peniten-
ciaria de Batán, dependiente del Servicio Penitencia-
rio Bonaerense (SPB) y contó con el apoyo del Minis-
terio de Justicia y Derechos Humanos de la provincia
de Buenos Aires, conducido por Juan Martín Mena.

El trabajo fue realizado por internos que se desem-
peñan en la sección talleres, quienes aplicaron sus
conocimientos en carpintería, tapicería y herrería
para reparar y restaurar el mobiliario provisto.

Al momento de la entrega de las sillas restauradas
se contó con la presencia de  la decana de la Facultad
de Ciencias Económicas, Esther Castro, y la subsecre-
taria de coordinación, Alejandra Narvarte.

“Quiero expresar mi más profundo agradecimien-
to por la invaluable donación del trabajo realizado
por las personas alojadas en la Unidad Penal 44 de
Batán.  Gracias a su dedicación y esfuerzo, hemos
podido renovar completamente el tapizado y la pin-
tura de la totalidad de sillas del Aula Magna de nues-
tra unidad académica”, dijo Castro.

Y agregó: “El impacto de su labor en nuestras insta-
laciones es significativo, y valoro enormemente la
predisposición, habilidad y compromiso que han
demostrado en este proyecto. Confío en que este sea
solo el comienzo de una fructífera colaboración entre
nuestras instituciones, y espero que en el futuro
podamos llevar adelante muchos otros proyectos
juntos”.

Estuvieron acompañadas por el director de la
Alcaidía, Edgardo Flores, el Subdirector de Seguri-
dad, Ariel Fontana, el Subdirector de Asistencia y
Tratamiento, Germán Rodríguez, el Subdirector de
Administración, Francisco Lapera y el Jefe de la Sec-

ción Talleres, Hernán Fontana.
Flores agradeció a las autoridades universitarias y

resaltó la importancia del trabajo que realizan las
personas privadas de la libertad a través de la dona-
ción de mano de obra, que se verá reflejado en la edu-

cación pública.
“Este es un trabajo que surge a raíz de las relacio-

nes institucionales  y  acordaron continuidad  para
seguir trabajando en conjunto y ampliar esta serie de
acciones”, indicó Flores.

La experiencia tuvo lugar en la Alcaidía Penitenciaria de Batán, dependiente del Servicio Penitenciario Bonae-
rense (SPB) y contó con el apoyo del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos de la provincia de Buenos Aires

Malestar ruralista por el comercio de granos

El Juzgado Federal de Primera Instancia Nº 2 de Mar del Plata, Secretaria Nº 5, sito
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Las sociedades rurales del sudeste
bonaerense advirtieron que el gobierno
provincial “pretende incursionar en prác-
ticas distorsivas, ideologizadas y flojas de
fundamento técnico”, lo que perjudica
“enormemente” al sector productivo
“más dinámico y relevante del país”.

A través de un comunicado, señalaron
que “el contexto es muy alarmante e invo-
lucra a la región en todos sus aspecto, y
recordaron que en noviembre, cumplidos
los 30 años originales y la prórroga de tres,
vence la concesión de Terminal Quequén
y por ahora no hay “acuerdo” para reno-
var la prórroga hasta que se confeccione
“un pliego consensuado entre las partes
actuales”.

“La empresa Terminal Quequén, que
opera el principal elevador de granos para
la carga de buques, formuló la advertencia
sobre los plazos cumplidos, la falta de res-
puesta y los inconvenientes que traerá
desde septiembre no poder ofrecer servi-

cios, con lo cual incluso peligran las fuen-
tes de trabajo”, señalaron las entidades
ruralistas.

“Visto el panorama, la Provincia, que
tiene puesto político en la presidencia del
Consorcio de Gestión, pretende llevar a
cabo una licitación exprés”, indicó. Y citó
declaraciones de la presidenta del consor-
cio, Jimena López: “Axel (Kicillof) pide
tener una reserva del 30 por ciento de los
granos en acopio (…) y la Provincia media-
ría en la compra de esos granos”. A lo que
agregó la intención de “crear una empresa
provincial” con fines de comercialización.

Según las sociedades rurales, “no queda
claro el objetivo, pero sí la intención de
entrometerse en la cadena”. “Dicho de
otro modo –apuntó–, el gobernador quiere
comercializar granos bajo una figura que
se parece a una Junta Provincial de Gra-
nos, un instrumento que la historia
demuestra lo nocivo que podría ser para la
actividad”.

Para las entidades, “la Provincia debería
tener otras prioridades”, como educación,
salud, seguridad, infraestructura, caminos
y rutas.

El comunicado en cuestión llega la
firma de las sociedades rurales de Ayacu-

cho, Mar Chiquita, General Guido, Gene-
ral Madariaga, Lobería, Mar del Plata,
Balcarce, General Alvarado, Tandil,
Maipú, Necochea, Rauch, General Lava-
lle, San Cayetano,  Benito Juárez y Gonza-
les Chaves.


